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Nuevas leyes para 
una nueva sociedad 
Ana NI. Cannnna .nntrera:- 
Consideraciones preliminares 
La Lek (11;!,‹1111( 	(') 10S1 	jo ríe dlrlenlbr e en la que se contiene 
el Estatuto de Antimonita pala AlIdditt( Id lb) 	 1111 n uno 
de los momento mas trascendentales en la historia de nuestra 
Comunidad sino que, ■Pall1P,1110, marró CI inicio de una nueva \ 1111 
menos importante etapa. En elect o, con cl Estatuto de Carmona se 
cierra la intensa experiencia i  en 100 del autogobierno pleno (previsto 
en el articulo 151 de la Constitución) y d lavar de la incorporación 
de Andalucía .11 grupo de Comunidades Autónomas denominadas 
ruco punto mas relevante Ine el (efe] endn 	pala 
la aprobar ion de la iniciativa autonómica celebrado a de 
febrero de 1980. 
Tomando como releyendo el abrumador espaldarazo dado por la 
ciudadanía andaluza ¿i la voluntad autonómica, se puso en marcha 
-siguiendo el procedimiento constitucionalmente previsto- el 
proceso de elaboración y aprobación del Estatuto de autonomia, la 
norma institucional básica de la Comunidad Autónoma. Con ello, 
se sienta el precedente normativo imprescindible, la condición 
sine qua non que va a permitir el ulterior desarrollo normativo del 
ordenamiento jurídico andaluz. En el momento actual, tras 25 anos 
de vigencia de las disposiciones estatutarias, nuestro ordenamiento 
autonómico cuenta con un fecundo corpus legislativo, gracias al 
cual la mayor parte de las previsiones estatutarias han recibido su 
correspondiente desarrollo y concreción. Al análisis y valoración 
de los hitos legislativos fundamentales producidos a lo largo de los 
25 anos de experiencia autonómica en Andalucía, dedicamos las 
siguientes páginas. 
Leyes relativas a instituciones y 
órganos autonómicos 
La producción de leyes en el ámbito institucional de nuestra 
Comunidad Autónoma sin ser particularmente extensa, desde un 
punto de vista cuantitativo, presenta, sin embargo, una relevancia 
fundamental. Ello es así porque, gracias a esta actividad legislativa, el 
tejido orgánico autonómico diseñado por el Estatuto va a dotarse de 
inmediata operatividad en la practica. Junto a esta primordial tarea 
de desarrollo estatutario, el legislador andaluz ha desplegado una 
intensa actividad normativa, introduciendo en el cuadro institucional 
de nuestra Comunidad una serie de entidades (no contempladas por 
el Estatuto), gracias a las que el panorama orgánico se enriquece 
sustancialmente 
Abren la serie normativa dos leyes referidas al Gobierno, la Ley 
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración y la reciente 
Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma. Esta canina deroga parcialmente algunos aspectos 
fundamentales de aquella; en unos supuestos, la mochil( acion viene 
impuesta por la necesidad de adaptar la configura( ion del Ejecutivo 
andaluz a las 1111eVíP, circunstancias emergidas en la Comunidad 11 
lo Lugo del tiempo (integración en la Unión Europea. proyección 
internacional de la CA, etc.), mientras que en otros, se introduce una 
:mueva orientación de la materia regulada (por ejemplo, la supresión 
de lo figura del plesidente indo la introdiu (ion de la institut ion 
del gobierno en lum iones). 
Por lo que respecta al Gobierno, la Ley procede a distinguir entre el 
Presidente, en tanto que órgano unipersonal que ocupa el vértice 
del mismo (ntaxima autoridad en la Conumidad, representante de 
la misma de cara al exterior y, asimismo, del Estado en el territorio 
amonomicM, y el Consejo de Gobierno, esto es, el organo colegiado 
integrado por los consejeros noml. - ados por el Presidente y al 
servicio del mismo. Lmpezando por la figura del Presidente, resulta 
especialmente significativa la reiteración que la Ley lleva a cabo con 
respecto a la regulación que de la cuestión de su elección (investidura) 
por el Parlamento de Andalucía lleva a cabo el Reglamento de dicha 
cámara. Tratándose de una cuestión reservada en exclusiva a dicha 
normativa, cualquier otra previsión legal no tiene más opción que la 
ele limitarse a la mera reiteración, resultando inhábil para introducir 
ninguna modificación. Otra cuestión digna de ser mencionada 
es la previsión de la figura del Presidente suplente, para casos de 
incapacidad temporal que afecten al titular. Se establece un sistema 
de sustitución automática a favor de las Vicepresidencias, si las 
hubiere, por MI orden y, de no existir, por las de las Consejerías, 
segün su orden. En cuanto a las funciones reconocidas, éstas son 
ciertamente exiguas, limitándose únicamente a la gestión de asuntos 
de trámite, salvo casos de urgencia debidamente acreditados. Debe 
resaltarse que, frente al criterio ele limitación temporal (no más de 
cuatro meses) que inspiraba la anterior regulación del presidente 
interino, en la actual normativa, no se establece indicación alguna 
con respecto a la duración máxima de esta situación que, en cualquier 
caso, ha de considerarse, por del in ici(M, transitoria. 
Abundando en el elenco de facultades atribuidas al Presidente ele la 
Junta, se mantiene el poder de disolución anticipada del Parlamento 
(no previsto originariamente por la Ley de 1983 e introducida por la 
Ley de 1994). Gracias a tal modificación viene a colmarse la existencia 
de una importante laguna estatutaria en este punto. Ni cuando el 
Estatuto regula la duración de la legislatura (vid. articulo 26.2 'El 
Parlamento se elige por cuatro anos') ni, asimismo, cuando enumera 
los poderes presidenciales (vid. artículos 55 y 56) se establece 
nada al respecto. En cuanto a la configuración legal del poder de 
disolución, se observa una acusada tendencia a la reproducción 
literal de las previsiones constitucionales en la materia (artículo 
5 CE); ejercicio discrecional por el presidente del Ejecutivo bajo 
su exclusiva responsabilidad; no ejercicio durante una moción ele 
censura; obligación de incorporar, como contenido necesario, en el 
decreto de disolución, la lecha de las elecciones; necesidad de dejar 
transcurrir al menos Oil ano desde la Ultima disolución antes de 
proceder a otra, 
Pasando ya a la figura del Consejo de Gobierno, órgano colegiado que 
integra el poder ejecutivo, su tratamiento por la nueva normativa 
legal aparece cuajado de interesantes novedades: en primer lugar, de 
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cara a su formacion, se introduce el principio de la necesaria paridad 
entre sus componentes. De esta forma, se avanza un paso mas en 
la elimina( ion de la secular situacion de inferioridad en la que se 
encuentra la mujer en imestio pm, y Ittrilbitit ce Andtilitt id. ()lid 
fundamental novedad. que pone de manifiesto la adecua( ion a las 
nuevas condiciones en Lis que se desarrollan los procesos de dec ision 
en la actualidad, es la presencia de una regula( ion mas flexible de la 
actuacion del Consejo de Gobierno. Nos referimos fundamentalmente 
a la previsión de utilización de medios teleinaticos, admitiendose 
la posibilidad de (pie se celebren reuniones sin necesidad de la 
presenrin lisi) a de todos sus miembros y, dsimismo a la posibilidad 
de que tanto 1,1 documenta( 01 (01110 la intortiltu ton ,t• transmutan 
utilizando tales medios. Asimismo, y como novedad, proceden 
regularse por primera vez las funciones de la Secretaria del Consejo 
de Gobierno. 
También en el terreno de las innovaciones, emerge la figura del 
Gobierno en funciones (anteriormente no contemplado por la Ley 
de 1983), quedando especificadas las atribuciones reconocidas tanto 
al Presidente del gobierno como a los consejeros. Coherentemente 
con la naturaleza no ordinaria de la situación, el elenco de facultades 
aparece referido a actuaciones de carácter necesario, excluyéndose 
aquellas otras que entran en el ámbito de la función de impulso 
gubernamental. 
En cuanto al régimen de las funciones y actos del Gobierno, 
especial atencion se dedica al ejercicio de la iniciativa legislativa 
(materia reservada al reglamento parlamentario) y de la potestad 
reglamentaria. Especial enlasis merece la cuestión de la participación 
ciudadana en la elaboration de las normas. 
La actividad del poder ejecutivo, entendido en sentido amplio (esto 
es, comprendiendo tambien a la Administración como aparato 
burocrático) viene a completarse a través de las funciones desplegadas 
por dos órganos integrados en su ámbito. Nos referimos al Consejo 
Consultivo y al Consejo Económico y Social, ambos introducidos 
ex novo por sendas leyes del Parlamento andaluz en defecto de 
previsiones estatutarias al respecto. Con respecto al primero, la Ley 
8/1993, de 19 de octubre Consejo consultivo, presenta un órgano 
que se configura a imagen y semejanza del Consejo de Estado. Esa 
tendencia mimética, por lo ciernas, se reafirma en la reciente reforma 
que de esta institución ha llevado a cabo la Ley 4/2009, de 8 de abril, 
en la que la composición del Consejo ha sido modificada siguiendo la 
tendencia innovadora marcada por la reforma operada en el ambito 
estatal (quizás el ejemplo mas significativo en este sentido sea la 
incorporación, como miembros permanentes, de los expresidentes 
de la junta de Andalucia). 
El Consejo aparece definido como el -superior órgano consultivo 
del Consejo de Gobierno y de la Administración de la Comimidad 
Autónoma de Andalucia)), cuyas funciones genéricas se cifran en 
-velar por la observancia de la Constitución, el Estatuto (te witonoillia 
y el resto del ordenamiento jUrictic o". La autononna orgánica y 
funcional de dicho órgano son principios fundamentales al servicio 
de la garanna de la objetividad e independencia de su lum ion. Los 
dictamenes que ha de emitir en los supuestos previstos legalmente 
carecen, como regla general, de eficacia vinculante, salvo que asi se 
eslahl,vcn culi 1 tlitit ler•Muteso. 
Una tendencia similar hacia la adopcion de las lineas maestras de la 
regulación legal que el órgano homónimo presenta en el nivel central 
se detecta en el caso del Consejo Económico y social, regulado 
por la Ley 5/1997, de 26 de noviembre, &Mi ido coma "órgano 
colegiado 	) ara( ter onsulti o del gobiei no en tullece ia 	onomi) a 
y so)  ial" v cnnl'g,rado (1)11111"1.111(V de harte( ipaciun v dialogo tic 
los ¡Mello( Motes sociales en el debttle de asunto. ,ot ittemilontit Os , 
Aquea con 101d1 dittolionlid e independencia en el ejercicio de sus 
'unciones, las cuales presentan una directa vinculación con el 
ambito socio-económico. Esta misma conexión se observa en su 
composición, estando integrado por representantes de sindicatos, 
organizaciones empresariales y otros agentes sociales ( 12 Miembros 
por cada grupo). 
En el terreno de las instituciones de extracción parlamentaria, hemos 
de señalar, por un lado, a la figura del Defensor del Pueblo y, por otro, 
la Cámara de Cuentas. Con respecto al primero, la norma que lo regula, 
la Ley 9/1983, de 11 de diciembre, del Defensor del Pueblo, ha sufrido 
sucesivas modificaciones a lo largo del tiempo que, sin embargo. no 
han alterado las lineas configuradoras fundamentales inicialmente 
previstas. En efecto, el Defensor del Pueblo se define, siguiendo la 
linea marcada por el articulo 46 del Estatuto, como 'comisionado del 
Parlamento, designado por este para la defensa de los derechos y 
libertades del Titulo I de la Constitución, supervisar la actividad de 
la Administración autonómica'. Es condición imprescindible para 
poder optar al cargo de Defensor, que el aspirante posea la condición 
política de andaluz, esto es, que sea vecino de algún municipio 
ubicado en territorio de la Comunidad. 
El mecanismo de elección aparece dominado por la exigencia de una 
mayoría hipercualificada, corno son tres quintos de la Cántara. Tal 
requisito, como por otra parte sucede en la Ley que regula el Defensor 
del Pueblo en el ámbito estatal, no experimenta rebaja alguna, ya que, 
siempre y en todo caso, el elegido lo será por la mayoria exigida. Con 
ello, como es obvio, se pretende que quien ocupe el cargo obtenga 
un consenso reforzado que asegure el ejercicio independiente 
de su 'unción. 
Las relaciones con el Defensor del Pueblo estatal son objeto ele' 
una particular atención, estableciéndose el deber ele cooperación 
institucional con el mismo e, igualmente, la necesidad de que el 
ejercicio de las respectivas funciones se rija por el principio de 
coordinación Funcional. Finalmente, y como expresión de la actividad 
desplegada a lo largo de cada año natural, el Defensor del Pueblo ha 
de emitir un Informe anual, que sera presentado al Parlamento para 
su toma en consideración. En caso de que concurran situaciones 
especificas, cualificadas por sil gravedad o urgencia, se preve una 
segunda modalidad de informe, esta de carácter concreto y cuyo 
contenido aparece vinculado a las circunstancias que lo motivan. 
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La Cant¿ira (le cuent,ls e, otra (le las instituciones in«ri piladas 
al orden,uní()n10 ,1,11,1 5111 (1,„,  11101110  „„,, 	111110,„, /,, 
I'.rrD .1. 1 I_ )1 ;dm) ( 11, 1) irrm , , ))siria 111irrdvai rn 
i0l;icio]] 1011 011,15 111511111( 1011(,5 1,1111111(11 Id 1101111,1 (111e crea a asta ,  
la Ley 1988, de 17 de marzo, aparece aire tameme ins1ordela en 
1,1 regula( ion (1[10 opera en el ambito estatal. De esta ,orina, puede 
alirmai se que, dejando a 5,11L() ,111_9111,15 1101a5 espe( di( as de ( lel 
1)10010, Id (jamara  de ( (1(911,155e plemaild c nla(1la Le151011,111101101111(,1 
del 1111)1111,11(1e( 0(111,15,551,11,11 Desde 1,111)(151)(710,1 50,1111111,1011e Id 
( .111,,11,1(117 tlelads ln 0 allll111111e .le (10115(7 11( Lin5( olio al 0'1111(11w 
110 n11esi,,1 ColuunoI oI ,\1110110111,1, 1)10(•de a Id 115( ,I1101( 1011e \ 1(1 na 
de la gestron rr ()munir a, 	 contable de los 'olidos pubbcos- 
(le esta. Su dependencia del Par lamento 110 supone t'ab,' alguna para 
imti 110e 5115 11111(1011e5 5011 ejercida; ron Total independenda . 
A(11.1a (le ()II( in, 1101 propia iniciativa v 1,1n1biell a 11151,111( Ids del 
KIII,1111e1110, el (10111e1110 ■, las Corporaciones Locales. Finalmente, 
1,1 Cariara de mentan ha de ()laborar cada ano 1111 informe, que 
iernitim al l'al larucito, en el quo se recoja el conjunto (le ac 	idades 
desariollaila,  a lo largo del mismo. 
Leyes relativas a la participación política 
Fui el esencial terreno (1t) la regula( ion del deiecho limclantental 
1,1 11,11111( 11),1( 1011 poli( ira  de los ciudadano, en los asuntos ptiblicos, 
debemos( ornen/arel analisis de lu normativa annum:inca producida. 
comen/andoporla Leyqueiegulalascuestionesrelativasalosconlicio,  
electorales autonomic os (Ley 1/1986, de 2 (le ollero, electoral). lit 
tanto que imprescindible c uestion preliminar, la citada Ley viene 
delimitar el ambito subjetivo (lel derecho de sulragio tanto activo 
corno pasivo en las elecciones autonomic- as, circlnuclibiendala 
genericamente .1 los individuos que ()sienten la condi< ión politica 
de andaluces (debe recordarse, en esto punto, que el f stand() vincula 
tal estatus a Iris ciudadanas que tengan la vecindad administrativa 
en la Comunidad Autonoma). Sentada tal premisa, la norma procede 
a establecer las causas de inelegibilidad e incompatibilidad. 1.11 este 
punto, deben resellarse las importantes modificaciones introducidas 
por la Ley 5/2005, de 8 (le abril, por( ediendo a ae tualilai y completar 
el catalogo de causas prevista,  originariamente por la Ley de 1986 
Otra novedad de la maxinia relevancia 111( Orp01,1(1,1 poi la normativa 
(le 2005 es la preyision de la ile«1 5,1111,1 ,Iller11,111( id (le 1101111_11'es y 
mujeres en las candidaturas presentadas a las eleci iones autonomicas 
(articulo 21). De esta horma, se incorpora al ()trienalmente) andaluz 
ot ro importante avance orientado hacia la ronse ticion de la paridad 
sexual en la composic ion de las instituciones publicas. 
Por lo que 1-clic( la a la ( uestion de la administracion electoral, 
e rea 1,1 Junta Electoral de Andalucía, can sede en el Parlamento 
autonomic() v ( mo ambito luncional se c irc 0051 libe a la5 elecciones 
,11110110111irds. 
E,  competencia de 1,1 Ley proceder .1 concretar el numero 
clum Mulos que (011)j)011e11 el l',111,1111( .1110 de Anddlium. Hl el 
desarrollo de tal (Tela( ion, el legislador 	 (Si ompletainente 111110. 
dado que el ■illi( al() 2(1 del I s1.111110 establece 1111 11111111m) (le 90 
!lid\ 111)1) de 1 IU. 1(7)1(11(10 pres entes 1,11o5 ina0200e5 , Id ley ()uta 
pu 00 1 011110 01,151■11,11151,1, 10/,111(10 	n1,1\11110 	11),(11(10 111 
101) 10s (011111011(alle5 de nuestra asamblea logis oliva. fin (11,11110 a 
clmocaloria de las elecciones, 11,15 la lelo] ma operada por 1,1 Les 
19()a, queda es1,1111ca ido que e51,111() podid IleL,115e a (ab() ente el 
1 1„ el j1 (le mosto. 
lambren 11,1 de reseüarsO, po1 lo que al ,istenta de ( 	()I 	la 
taran)1,1(1ml (le los )•.),1,1(),  ele( m'ales se refiere. 1,1 piel (1) . 1.1 
['gura del adinuristi:idoi elccloeul general.el ru,,l (-Tomb) de Iodos 
los gastos e ingresos ele( toi 	c -onio (le la omm1)111da11 del partido 
o coalicion a la que representa. Como rue( muslim de salvaguarda 
para garantizar la independencia de esta ligui.a la le‘ excluye que los 
candidato, puedan desarrollar tal Itim ion. ()tia cuestion digna de ser  
mencionada es (1110 la ley limita los gastos electorales. formulando 
una piollibicion expresa de lrbasar una concreta cantidad de 
dinero. A tal efecto, se prevé un (0111101 especifico (le la 1- ontabilidacl 
electoral que se 11(.\ ara acallo por la (.,1111,1rd (le «lenta,  sobre 1,1 base 
de la ilocurnentm ion aportada (entre los too y 125 (11,15 1)051elioles 
a la celebrucion de las elecciones) 1)or las !arme iones politic as que 
concurrieron a la5 misma,. 
La regula( ion de la participa( ión 'm'in( a en sede autonomica, 
Sin embargo, no agota su accion en el ,11111)110 de la democracia 
representativa, incorporando dos importantes leves en las que se 
regulan formas concretas de democracia semi directa. Siguiendo 
1111 criterio cronologico, la primera manifestacion de esta mndencia 
la encontramos recogida en la Ley 5/1998, de 17 de octubre, de 
Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayuntamientos. El aspecto 
más destacado de la conliguracion legal que la cuestion relativa a la 
iniciativa legislativa popular presenta en el oidenainiento andaluz es 
(y de ello ya nos da buena cuenta el titulo de la 1101 'nativa analizada) 
que esta no se agota en los ciudadanas andaluces (considerando 
101101 tales tanto a los que tienen vecindad administr ativa en dicho 
territorio como los que residen hiera, cumpliendo estos ciertas 
1 11dic iones) ampliandose, asimismo, a los ayuntamientos situado,  
en dicho territorio, 
Ln cuanto .1 la lijar ion de los requisitos para ejercer ta l derecho. 
estos se diversifican en luncion del sujeto que lo ejem e: asi, si son los 
nidailmos, la ley requiere un mininio de 75.000 limas ((anudad. 
por lo (lemas, sustancialmente interior .1 las 1.500.000 FU mas 
exigidas por la Constituc io11 en el ambito nacional). Cuando son los 
ayuntamientos quienes ponen en maulla tal me( aiusino, se exige 
el acuerdo de la mejora absoluta de los plenos de. al menos 15 
de ellos. Isla 1111 1111,1 cantidad se reduce a 10, Si 1,15 (.011)01,1( inne5 
Locales en t ne,nnn (Ti ()suman al 111(1105 a 75.000 ele( 101(1 5. 
1,1 cuenlilin (lel 01)1e1.0 accesible a Id iniciativa le:1151,110,i 1101)111,11 
aparece regulada desde tina por-pee lira negati‘a, esto cs 	■ remen 
establecer LIS materias que esi ap‘01 a la misrna. I lay que 1 ()sena] 
la cm [instan( la de que en este punto el contenido legal viene a 
reproducir sustanr ¡diluente lo dispuesto por la ( ortstitir( ron en su 
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articulo 1'37.). junto a tales exclusiones, sin embargo, aparecen otras 
de indok,  especificarnente autonómica: una, de c aracter obligado 
y producto de la lógica mas esencial, quedando al margen de Id 
iniciativa las 	las que nu silo (0111pClelk Id de la (.01111.1111dad 
Autonoma . y oil a, de naturaleza voluntaria, ese luyendose del ambito 
de tal potestad 'las instituciones del autogobierno'. lanalmenle, la 
lt/IllIg111,1C1011 legal de los tramites de admision de la propuesta, del 
omiso de control de firmas por la Administración, así 10010 del 
pincedumento parlamentario que la t0111■1 en considera ion resulta 
similar a In dispuesto por la legisla( ion estatal en 1,1 nralerla. 
LI segundo 111l0 en la ( -011slialll'1011 de mee allisl~ de 1.1alll(ipilcion 
democratica directa en nuestra Comunidad lo configura la 
Ley 2/2001, de 3 de mayo, de consultas populares. Dado que la 
competencia para «invocar relerendums corresponde, en exclusiva 
al Estado central (articulo 11.9.1. LE), la disposicion legal referida 
afronta, en primera instancia, la regulación de un mecimisitio 
participativo -la consulta popular-, inspirado por una filosofía de 
fondo similar a aquellos, pero con unos concrelos perfiles legales 
diversos. Establecida esta necesaria distincicin (ya que lo contrario 
hubiera determinado la inconstitucionalidad de la Ley), las consultas 
populares aparecen definidas como "el instrumento de conocimiento 
de la opinión de los vecinos sobre asuntos de competencia propia 
municipal y de carácter local especialmente relevantes para sus 
intereses. El ámbito geográfico en el que dichas consultas tienen lugar 
queda circunscrito, por lo tanto, exclusivamente a los municipios. 
Igualmente, la I.ey establece expresamente el caracter 'no vinculante' 
del resultado de estas consultas y, asimismo, la ausencia de cualquier 
?lecto —'menoscabándolas' sobre las facultades decisorias ele 
los órganos representativos. En cuanto al objeto en torno al cual 
,rueden plantearse las mismas, se opta por un criterio excluyente, 
stableciendo dos prohibiciones expresas: una de carácter general 
y obligado, ya que estas no podrán tener como objeto cuestiones 
le caiiicter antijurídico, y otra, de indole especifica y naturaleza 
liscrecional, prohibiendo consultas populares en materias propias 
le la Hacienda Local. 
_a configuración de los sujetos titulares del derecho a vol() en tales 
onsultas aparece tratada de una forma particularmente acertada, 
dentificando a los votantes con aquellos vecinos que gocen de 
sufragio activo en las elecciones municipales. De esta forma, resulta 
-)atente que queda abierta la vid para que voten ciudadanos de 
racionalidad no espatiola. Para impedir que el mecanismo de las 
onsultas populares pueda utilizarse corno subterfugio para incidir 
,obre otros procesos electorales (estos si, de carácter vinculante), 
,e' establece tina limitación lell1pOral a la hora de su celebración: 
•sta no podrá llevarse a cabo en el periodo que media entre la 
onvocatoria y la celebraciOn ele elecciones (cualesquiera que sean 
estas) o cle un relerendum. 
Leyes en el ámbito de 
la Administración Pública 
La Ley 6/1985, de 28 de noviembre, de la Función pública de la Junta 
de Andalucía, interpol a una regulación integral de las cuestiones 
relativas a la AdIllilliSlracton autononuca, tanto desde un punto de 
vista organice' ((uno en relacion al personal a su servicio. Asimismo, 
establece (reproduciendo en este punto las previsiones tanto 
( mismo( ionales como estalminhisl lo, principios inspnadole., de la 
(ion administi 	(imparcialidad (11)1(1 ividad, (les( ()mem: 
así como del acceso a tal Gorrera en el 0111010 de la ( (m'unidad 
Autonoma (segun los princ ipios (Ie niel ito y ( dirá( idad). 
La estructura de la función Publica de la junta de Andalucía viene 
establecida mediarle la relacion (le puestos de trabajo y ele las 
plantillas presupuestarias. En cuanto a las categorias ele personal al 
servicio de la Administración se preven las siguientes: funcionarios, 
eventuales, interinos y laborales. 
La regulacion de cuestiones especificamente relacionadas con el 
f uncionamiento de la Administración (procedimientos), su personal, 
aso como so relacion con los ciudadanos va a ser objeto de 1111a 
atención normativa preferente en sede reglamentaria. Es en este 
ambito je'rárquicame'nte inferior en donde se encuentra el grueso del 
caudal (le disposiciones reguladoras ele estas facetas, presentando el 
grado de ( oncrecion y easuismo normativo necesarios. 
Leyes relativas a los entes locales 
Antes ele acometer el análisis relativo a la materia planteada, debemos 
aclarar que en este apartado traeremos a colación unicamente Id 
normativa autonómica cuyo objetivo específico es la regulación de 
la materia local, ya sea desde tina perspectiva relacionada con la 
ari iculación territorial, ya sea en función de contenidos directamente 
conectados con su ambito funcional. Desde tal aproximación, la 
norma legal de cabecera es la Ley 3/1983, de 1 de junio, de Entidades 
Locales, incorporando disposiciones fundamentales en la materia. 
Para situar la cuestión de la articulaciein territorial autonómica en sus 
justos términos, se comienza afirmando que 'la junta de Andalucía 
es la mstitucion en que se organiza politicamente el autogobierno ele 
la Comunidad Autonormé) A partir ele ahí, su estructura territorial 
se configura sobre la base de municipios y provincias, aunque 
sin perjuicio ele que puedan crearse "comarcas y otras entidades 
supramunicipales -. Mientras que el municipio se define como "la 
entidad territorial básica ele la Comunidad Autonoma -, la provincia 
se caracteriza por su doble naturaleza, esto es, como "entidad local 
con personalidad jurídica propia con competencias especificas" y, 
asimismo, como "división territorial para el cumplimiento de las 
actividades del Estado y de la Comunidad Autónoma". El ejercicio 
por dichos entes de competencias propias queda vinculado por 
la ley a los principios ele autonomia, eficacia, descentran/ación, 
coordinacion, solidaridad y jerarquía. Con respecto a las C0111■11C11S, 
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(entes posibles, pero nonecesarios), la ley procede a del Mirlas como 
"agrupación de morfi( ipios limit roles, con caracteristicas geograli( as, 
econ,;,mic ds, sociales o hisug it as comunes y pertenecientes a 1111d 
misma provnucid. 	1o11, poi lo (1(111,H, 11,1 de llevarse a cabo 
por ley parlamentaria (pina ipio de ceserva legal), aunque esta ha 
de venir precedida por el ¡uncido de los i,ivontarnientos afectados 
mediando la aprobacion del Consejo de gobierno. 
En el terreno concreto de los nminc ipios, cabe llamar la atencion 
sobre che ieLtos legales especialmente signilicativos. por 1111 Ludo, 
la Ley 3/e)88, (le 3 de mayo, de creación del Consejo andaluz de 
municipios, en la que dicho organo aparece configurado romo loro 
permanente de colabora( ion, con caracter deliberante y (unciones 
únicamente consultivas, entre la Comunidad Autónoma y los 
Municipios comprendidos en la misma. Por su parte, la Ley 7/1993, 
de 27 de julio, de demarcación municipal viene a establecer una 
serie de disposiciones generales relativas a la modificacion de los 
términos municipales (creación, supresión, alteración). Igualmente, 
se ocupa de regular los distintos supuestos (le asociación entre 
municipios; mancomunidades, consorcios, arias metropolitanas. 
Desde una perspectiva inversa, se admite la existencia de entes de 
carácter intramunicipal flotados de poderes. Son las denominadas 
'entidades locales autónomas' (pedanías, villas y aldeas), definidas 
COMO núcleos separados de población dentro de un mismo término 
municipal que proceden a administrar sus intereses'. Finalmente, 
la Ley 7/1999, de -29 de septiembre, de Bienes de las Entidades 
Locales de Andalucía, procede a lijar las definiciones y categorías 
de tales bienes y. asimismo, establece el régimen jurídico específico 
aplicable a los mismos. 
En materia de potestad sancionadora reconocida a los municipios, 
cabe mencionar la reciente Ley 7/2006, de 25 de octubre, sobre 
potestades administrativas en materia de determinadas 
actividades de ocio en los espacios abiertos de los municipios 
de Andalucía. El imparable fenómeno de nuevas manifestaciones 
de ocio nocturno en espacios abiertos que experimentan nuestros 
pueblos y ciudades (conocido popularmente como 'botellón), así 
como las recurrentes quejas formuladas por los vecinos motivadas 
por el constante menoscabo de su derecho a la intimidad (y más 
concretamente, de su derecho al descanso) han movido al legislador 
a elaborar uní) norma que confiere a las Corporaciones Locales 
facultades para adoptar controles administrativos a través de los 
cuales lograr un desarrollo adecuado del fenómeno. En tal sentido, se 
prevén una serie de medidas legales, diseñándose un concreto elenco 
de competencias municipales en materia sancionadora gracias a las 
que pueden combatirse los electos perniciosos y las situaciones 
abusivas para la pacifica convivencia ciudadana que se deriven del 
ejercicio descontrolado de las actividades de ocio contempladas. 
Pasando a la toma en consideración de la segunda modalidad 
necesaria de entes locales, las diputaciones provinciales, un lugar 
particularmente destacado, en función del objeto regulado, ocupa la 
Ley 11/1987, de 26 de diciembre, de relaciones entre la Comunidad 
Autónoma de Andalucía y las diputaciones provinciales. En tal 
sentido. la  normativa considera, roma regla general, que dichas 
elaciones se rigen por los principios de eficacia. descentralización. 
inlormacion mutua. coordinación, colaboración y respeto a los 
ambito, c ompetenctales respectivo>. Esper 'al 1001 alee se hale crin 
1(11[1011 al rol cooperativo y (le coordinacion con los municipios 
que despliegan las diputaciones, procurándoles asistencia jundical 
econonúc a y técnica y procediendo a la musca( ion de servicios 
supramunicipales o, en su caso, supracomatc ales. 
Un iiteres preeminente merece el elenco (le 111111petellt 
asumidas por la Coinimldad A1110110IMI, cuya conf iguracion se 
lleva a cabo a partir de 1111/1(lollIM opera( ion: por un lado, su' alirifill 
que ''es competencia propia de la Junta (le Andalucía la gestión de 
todas aquellas materias que, correspondiendo con este caracter a 
la Comunidad Autonoma segun su Estatuto de Autonorma, no se 
reconozcan o atribuyan en la presente ley u otras posteriores a las 
diputaciones provinciales" (articulo 24). Por otro, se aclara que "todas 
la competencias que, conforme a la legislación sectorial vigente, venian 
desempeñándose por las diputaciones provinciales... se asumen en 
virtud de esta Ley por la Comunidad Autónoma de Andalucia, sin 
perjuicio de las delegaciones que, para mejorar la eficacia de la gestión 
de los servicios publico, y en materias directamente relacionadas con 
su competencias propias, se establecen a favor de las Diputaciones 
provinciales en el Titulo III de la presente Ley o en disposiciones 
posteriores" (articulo 25). 
También ha de llamarse la atención sobre la prevision del mecanismo de 
la delegación de competencias autonómicas a favor de las diputaciones, 
atendiendo a los principios de eficacia y descentralización. Se reconoce 
a la Comunidad Autónoma la facultad de supervisar el ejercicio de 
las competencias delegadas y enviar comisionados a las diputaciones 
provinciales, para comprobar el nivel de eficacia en el desempeño de 
los servicios delegados. Como contrapartida, la supresión o cambio en 
las condiciones de la delegación sólo podrá llevarse a cabo por razones 
de uñeres publico "debidamente justificadas" y mechando declaracion 
del Parlamento. 
Finalmente, se crea el Consejo Andaluz. de Provincias, configurándose 
como "órgano permanente de coordinación y colaboración, así como 
de deliberación y acuerdo, entre la Administración autonómica y las 
diputaciones provinciales" (articulo 4;3.1). Entre otras funciones, ejerce 
la competencia para conocer y deliberar respecto de "conflictos de 
intereses que puedan suscitarse en las relaciones entre aquélla y éstas". 
Leyes de ordenación territorial 
Las cuestiones relacionadas con la configuración y el uso del espacio 
geográfico en el que se ubica nuestra Comunidad Autónoma, por la 
indiscutible trascendencia que estas presentan para la misma, van a 
ser Objeto de una atención pormenorizada en sede legal. Vds distintas 
proyecciones que, por lo demos, Inherentes a la noción de territorio 
que explica el tratamiento normativo diferenciado (Me el !IMMO 
mores) ru s tomando en consideracion esas distintas facetas (leyes de 
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transportes en sentido generico, de determinacion de las arcas de 
transporte de mei( anc ias por carreteras, de cal etel as de Andalucia, de 
puerto', deportivos, 	 lid relevancia Par lirldarrnerne destacada. 
en este sentido, pi ((suma la legvil,( ion de) '+11e10 tilico, en Ltinn TIC 
concreta la articulación territorial del espacio autonómico. Desde tal 
perspectiva, se justifica el extraordinario desarrollo legislativo que 
presenta esta materia en el ordenamiento jurídico andaluz. 
Pasando al analisis de la regula( ion legal de esta materia, hemos 
de referirnos, en primer lugar, a la Ley 1/1994, de 11 de enero, 
de ordenación del territorio. Son obletivos especifico,: de (lidia 
normativa tanto '1,1 al ti( nlacion Icnilnrial intenta y con el citerior 
de la Comunidad Autónoma. congo 'la distribm ion geografica de las 
actividades y (le los usos del suelo, armonizada con el desarrollo 
economice, las potencialidades existentes en el territorio y la 
protección de la naturaleza y del patrimonio histórico '. Lograr 
la plena cohesion e integracion de la Comunidad Autonoma, 
así cerillo promover el desarrollo equilibrado de la misina 
aparecen como objetivos generales de la (uncido acometida: la 
ordenacion del territorio. 
Los instrumentos mediante los que se lleva a cabo dicha labor 
son dos: en primer lugar, encontramos el Plan ele Ordenación del 
- territorio de Andalucía, en el que se establece la organización y 
estructura territorial a implantar en la Comunidad Autónoma. 
Con una dimensión territorial inferior, encontramos los Planes de 
Ordenación del "territorio. Estos se podrán formular tomando como 
marco de referencia espacios menores en los que sea necesaria la 
mejora de su estructura territorial y de la articulación I ísica interna. 
Asimismo, se exige que puedan constituir ámbitos hancionales 
unitarios. Estos planes se caracterizan por la Ilexibilidad en su 
configuración; tanto por lo gire se refiere a su contenido, como en 
relación a su objeto. Su realización se vincula a la previa propuesta 
de las Corporaciones Locales siempre y cuando se cumplan 
determinados requisitos establecidos por la Ley. 
Estas disposiciones en materia de planificación territorial, vienen a 
completarse por la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de ordenación 
urbanística. El espíritu que inspira el tenor general de esta norma 
es el logro de un justo equilibrio entre los intereses públicos y 
privados y mas específicamente orientar el desarrollo urbanístico 
experimentado por nuestra Comunidad de forma sostenible. 
Avanzando un paso más en el tema (por lo demás, esencial) del 
planeamiento urbanístico, encontramos una variada tipología de 
instrumentos ordenadores. Entre tales instrumentos destacamos los 
siguientes: 
Planes generales ele ordenacion orbunist ler,. cuyo ámbito territorial se 
circunscri be al municipio. Establece la ley que deberán con leer ionarse 
atendiendo a los principios de simplificación y proporcionalidad. 
Asimismo, habrán de tener en cuenta entre otros, criterios tales 
como la población, las dinámicas de crecimiento, la relevancia de 
sus actividades y recursos turísticos, HM' como la singularidad de 
concretos y específicos valores (naturales, paisansticos. historicos, 
artisticos, etc.). Por lo que a la ordenacion territorial se refiere, 
esta se lleva a cabo a trilye,, de (los niveles de determinaciones: 
la rulei ida a cuestiones esti al inIdle (de contenido general) cuya 
elaboración es competencia de la Comunidad Autónoma. Por su 
parte, la ordenacion pormenorizada presenta un cara( ter muy ho mas 
detallado, procediendo a la determina( ion de los usos del suelo. Su 
aprobac ion v modificación caen dentro del ambito de competencias 
propias del municipio. 
Plunc±' de ordenacion inierninne inni objeto c ordenar 
territorios If sall,rdn', cn 1)05 u 111,1, Unan( in10 ,` COI 111(larne, \ que 
deban ser objeto de una regula( ion urbanística unitaria. Presentan 
caracter de planeamiento general. 
Normal vus directoras paro lo ordenacion urbonrsthrl, las que operan 
en el (imbito supramunicipal y su contenido puede plasmarse en 
tiernitas sustantivas (le ordenación, directrices y recomendaciones. 
Las primeras, que resultan ele aplicación y eficacia directa, sólo 
pueden adoptarse con carácter excepcional, dado que implican una 
importante merma para la autonomía local. Las directrices, por el 
contrario, aunque vinculan en cuanto a sus fines y resultados, dejan 
libertad a los municipios para su concreta articulación. En idtimo 
lugar se encuentran las recomendaciones, que aunque carecen de 
eficacia vinculante y presentan caracter meramente orientador, se 
erigen en la practica en el instrumento predominante utilizado por 
la Comunidad. 
Hemos (le destacar la previsión (vid. artículo i35.2) que habilita 
al Consejo de Gobierno para suspender motivadamente, previa 
audiencia al municipio° municipios alectados y dictamen del Consejo 
Consultivo de Andalucía, los instrumentos de planeamiento cuando 
resulte necesario Fiara salvaguardar la eficacia de las competencias 
autonómicas. La suspensión puede afectar a todo su contenido o 
sólo a parte del mismo y su duración temporal máxima queda fijada 
en dos anos. Adoptada la decisión suspensiva, dispone la Ley que en 
el plazo de seis meses han ele establecerse "las normas sustantivas 
de ordenación aplicables transitoriamente en sustitución de las 
suspendidas. y se concretara, en su caso, el ámbito y los efectos ele 
dicha suspensión". 
Enlazando con esta rilt inca prevision, debe hacerse referencia a la Ley 
13/2005, de t 1 de noviembre, de medidas para la vivienda protegida 
y el suelo. Esta no solo procede a desarrollar el regimen jurídico 
de tales viviendas teniendo como pum() de relerencia primordial 
la garantía ele su función social. Ademas, viene a completar algunas 
previsiones de la Ley de Ordenacion urbanística, adaptándolas a la 
consecución de los objetivos establecidos. En este sentido, se- prevé, 
con carácter general, la obligación de los municipios de "reservar 
al menos el treinta por ciento de la edilicabilidad residencial de 
cada área o sector con uso residencial para sil destino (1 viviendas 
de protección oficial u otros regímenes de protección pública 
Para asegurar el cumplimiento electivo ele tal previsión, se dispone 
que la ordenación detallada ele las áreas o sectores que contengan 
2i .lisos de .1au >>>>>>>>> ja enAndaboeía 
reservas de terrenos con este destino recoja los plazos de inicio y 
terminación de estas viviendas de protección pública, de tal manera  
que de ser incumplidos ello puede dar lugar a la expropiado]] de los 
terrenos poi 1,11k le la Adumnstma 
Una atención singular merece la prevision contenida en el articulo 
28.4 del texto legal referirlo, dado que en el mismo se amplían 
considerablemente las facultades de intervención autonómica sobre 
el urbanismo municipal. En electo, a 1;1 potestad de suspension 
temporal por el Consejo de Gobierno de los instrumentos de 
planeamiento anteriormente referida. se suma la posibilidad 
_decididamente mas amplia- de a", 1111111- 11`11 blIMIlle) El potestad 
de planeamiento de aquellos municipios que incumplan de lorma 
grave sus competencias urbanísticas. En 'unción de lo excepcional 
de la medida, se establece un procedimiento especialmente complejo 
que consta de las siguientes fases: en primer lugar, el Consejo de 
Gobierno ha de dar audiencia previa al municipio afectado. Si se 
reafirma en su intención de asumir las competencias citadas, ha 
de contar con un dictamen favorable del Consejo Consultivo de la 
Comunidad, así como con un informe favorable del Parlamento de 
Andalucía. A pesar de las garantías previstas, la constitucionalidad 
de este mecanismo resulta harto dudosa, fundamentalmente en 
relación con el principio de autonomía local reconocida a municipios 
y provincias en el artículo 140 de la Constitución. En tanto que 
pieza argumenta) básica, resulta obligado traer a colación el articulo 
6o de la Ley de Bases de Régimen Local, puesto que su contenido 
establece el mínimo común denominador normativo que ha ele ser 
respetado por todas las CCAA a la hora de articular mecanismos 
de injerencia estatal y autonómica en el ámbito de decisión de las 
corporaciones locales. Dispone dicho precepto que cuando éstas 
incumplan Las obligaciones impuestas directamente por la Ley de 
forma que tal incumplimiento alectara al ejercicio de competencias 
de la Administración del Estado o de la Comunidad Autónoma, 
(...), una u otra, según su respectivo ambito competencia', deberá 
recordarle su cumplimiento concediendo al efecto el plazo que fuere 
necesario. Si, transcurrido dicho plazo, nunca inferior a un mes, 
el incumplimiento persistiera, se procederá a adoptar las medidas 
necesarias para el cumplimiento de la obligación a costa y en 
sustitución de la Entidad local'. 
Para concluir con el análisis de esta Ley ha de hacerse referencia a 
la creación del Cuerpo de Inspección de Ordenación del Territorio, 
Urbanismo y Vivienda, integrado en el seno de la Función Publica 
andaluza. Razona la Ley que correspondiendo a la Administración 
autonómica la tarea de "garantizar la ordenación territorial y 
urbanistica de Andalucía, así como la de velar por el cumplimiento de 
la normativa en materia de vivienda y su ejecución'', ha de contar con 
los medios e instrumentos necesarios para conseguir dicha finalidad. 
La extraordinaria complejidad de las cuestiones urbanísticas, asi 
como la amplitud del territorio en el que éstas se llevan a cabo, se 
presentan como las razones que justifican la creado]] de este nuevo 
cuerpo de Funcionarios. 
Leyes relacionadas con la Hacienda Pública 
En eStIs' 1;ipi111111, 11(11 razones OEVE1S, el análisis 110111E11E/1) ha (le 
COMellZill 'defiendo referencia a la 1101111ál ele cabecera en la Jihad ia, 
la Ley 5/1983, de 19 de julio, de Hacienda Pública de Andalucía. 
Este texto legal contiene Lis disposiciones esenciales que configuran 
jurídicamente este sector de nuestra Comunidad Autonoma. En 
dicho contexto, corresponde al Gobierno, y más concretamente a la 
Consejería competente, asumir las atribuciones correspondientes. 
Con() concreción de tal premisa general, la Ley procede al desglose 
y enumera( ion de tales facultades, prestando como. por lo (lemas, 
resulta plenamente justificado- una particular atención al tema 
presupuestario. En electo, la configuración de la ley de presupuestos 
como norma lundamental en la que se recogen los gastos e ingresos 
públicos de la anualidad presupuestaria correspondiente, así 
como su carácter de norma fundamental en la que se define la 
orientación económica del gobierno, se presentan como elementos 
determinantes que justifican su consideración como un instrumento 
normativo esencial en manos de cualquier Ejecutivo. Es por elfo 
que la ley que comentamos (siguiendo las previsiones contenidas 
en el Estatuto, el cual se inspira, por su parte, directamente en el 
diseno constitucional de la potestad presupuestaria) encomiende 
su elaboración al gobierno autonómico. Su examen, enmienda, 
aprobación y control, sin embargo, corresponderá al Parlamento, 
en tanto que representante de la voluntad popular. El principio de 
anualidad presupuestaria es objeto de atención especifica, quedando 
asegurado su cumplimiento gracias a la previsión del mecanismo de 
la prórroga automática del presupuesto anterior para el caso ele que 
la Asamblea parlamentaria no logre la aprobación del siguiente. De 
este modo, se evitan peligros vados en este fundamental sector. 
Cumpliendo con la exigencia material que afecta a la Ley 
presupuestaria (y que circunscribe necesariamente su objeto a 
la previsión de gastos e ingresos públicos), la Ley establece con 
respecto a un grupo ele materias específicas relacionadas con la 
Hacienda, tales como la creación, modificación y supresión de 
impuestos propios, el régimen de deuda pública ele la pinta, etc., un 
principio expreso ele reserva de Ley parlamentaria. De este modo, 
tales regulaciones sustantivas quedan al margen de su tratan-amito 
normativo por parte de la norma que recoge los presupuestos. 
La preservación ele esta ortodoxia material que caracteriza a las 
leyes presupuestarias (y que ha sido subrayada de forma expresa 
por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional) ha tenido 
como contrapartida la emergencia de una tipología específica de 
leyes, las denominadas leyes de acompatiumiento, a través ele las 
que los gobiernos proceden a determinar una variada serie de 
actividades de dimensión económica que, por SU naturaleza no 
estrictamente presupuestaria, no pueden formar parte ele dicha 
Ley. De este modo, las leyes de acompañamiento que se han 
producido en nuestra Comunidad Autónoma (vid. las leyes 9/1996, 
ele 26 ele diciembre; 8/1997, de 21 de diciembre; 18[2001, de 29 de 
diciembre: fe/zoo[, ele 28 ele diciembre) incorporan un contenido 
material particularmente heterogeneo, entre el que cabe destacar 




lecauclacion. conti alai ion administrativa, patrimonio, hm( ion 
publica, !elan\ cis a entidades joibli( as, etc. 
\'()I\ 	dild1HP, (-Tul dina de la Le) de 11,1( iend.u, oro (le l(),  
contenido, esenciales yue ha (le ser puesto de relieve es eI relativo 
d la determina< ion de los recursos ('derechos') (pie c onligman los 
ingresos de la Comunidad Autónoma. l.n este pomo, la normativa \ 
andaluza no hace mas que reproducir el elenco de recansos contenido 
en la Ley Organica de Financia( ion de las Comunidades Autonomas 
(LHI CA) y ¿ml. sc hace refcreni iai u los lem1919eN9e, procedente, 
ele los impuestos imlwe, estable( idos pm la misma, de los(cigotos 
cedidos por el I -lado, de Lis fasasT el poli entine de particiliarlon en 
los ingresos del Estado; contribuciones especiales establecidas por 
la Comunidad; recargos sobre impuestos estatales; participacion en 
el Fondo de Compensation Intel- territorial: recursos procedentes de 
la emisiOn de deuda; ienclimientos del patrimonio cummomic o, etc. 
l a nota especifica que aporta la regulación autonomic a es que la 
previsión relativa a que la administración de los mismos corresponde 
al consejero de Hacienda. 
Desde una perspectiva funcional, se establece una concreta previsión 
en la que se dispone la necesaria intervención por parte de la 
junta con respecto a Iodos los actos, documentos y expedientes 
de la Administración de la misma de los que se deriven derecho y 
obligaciones de contenido económico. De esta forma, se asegura en 
todo caso el principio de control publico de estas tareas. A tal electo, 
y como cláusula de reforzamiento de este principio general, se 
prevé que la función interventora de la junta se desarrolla con plena 
autononna. Queda abierta la posibilidad de contratar auditorias 
('con carácter exclusivo' únicamente por parte de la Consejería 
de Hacienda) sobre cualquier órgano o entidad de la Comunidad 
Antonimia y sus organismos autonomos. 
Leyes de contenido económico o con 
proyección directa sobre el desarrollo de 
actividades económicas 
Este apartado aparece integrado por un conjunto de leyes cuyo 
contenido fundamental incorpora previsiones de diversa índole 
en relacion con la economitu relativas a id ordenación publica 
de la actividad económica en general, la regulación de concretas 
actuaciones en este cimbito y, finalmente, disposiciones previstas 
en relación a entidades con incidencia en el mismo. Desde una 
perspectiva integral, en la fase inicial de la experiencia timonómica 
andaluza, concentraremos nuestro interés en las siguientes leyes: 
en primer lugar, la Ley 4/1982, de 30 de diciembre, del Plan 
Extraordinario de Inversiones, cuyo objeto es la articulación de 
un ambicioso programa de inversiones publicas en la Comunidad 
Antonimia. La finalidad perseguida con dicho programa no es Otra 
que la de lograr la dinamizacion (lel tejido economico andaluz. 
Siguiendo esta estela promocional, pero ya despojada de carácter 
extraordinario y también con una vigencia tenrporal 
en( 011irdillOS la Ley 7/1984,de 13 de junio, del Plan Económico para 
Andalucía 1984-1986. Finalmente, y (0010 instancia fundamental 
de impuls,0 y apoyo de la`, ti s elI U es 0( 01101111( as publicas, ha de 
a,encioui u se la Ley 3, 1987, de 13 de abril, de creación del Instituto 
(le Fomento de Andalucía. 
Lomo norma, ueohadas en la regulación de aspectos concretos y 
sectoriales de la actividad económica, consideramos especialmente 
'elevarles las que a continua( ion se enumeran. l'articular 
mieles suscita la ley 8/1984, de 3 de julio, de reforma agraria, 
lumlameia Anclar, por 	 implir,it iones pobtie.is 1111111 	ala  
nosuo e así romo por el cualilieido peso 	TIC la actividad 
ugncola presenta en el sector economu o andaluz. Se trata, por 
lo (lemas, de una Ley cuyo contenido fue objeto de una intensa 
polemica jurulica, tal y como lo demuestra el hecho de que fuera 
impugnada dos veces ante el Tribunal Constitucional: la primera, 
mediante un recurso de inconstitucionalidad promovido por 55 
senadores del Grupo Popular y la segunda, a través de la cuestión 
de inconstitucionalidad planteada por la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia "territorial de Sevilla. Las dudas de 
constitucionalidad manifestadas en ambas impugnaciones fueron 
resueltas en sentido negativo por el 1 C, afirmando el Alto Tribunal 
en sus sentencias 37/1987 y 319/1993 que la ley andaluza resulta 
(onTatible con la Constitucion. 
Los principios inspiradores del régimen jurídico establecido se 
orientan hacia el logro de un objetivo basico: el cumplimiento 
de la función social de la propiedad de la tierra. Para ello, el 
establecimiento y desarrollo ele las explotaciones agrarias han de 
resultar rentables social y económicamente. Razona la Ley que sólo 
de esta Imana resulta posible contribuir a la solución de los graves 
problemas sociales que dicho sector presenta en nuestra Comunidad 
Autónoma. 
La incardinacion directa dela lurli ion sur lalC011100011terlid011eCeall0 
del derecho de propiedad resulta determinante a la llora de articular 
incisivos IlleCalliS1110`: de intervención publica sobre los propietarios 
de las fincas que incumplan las obligaciones derivadas de dicha 
función. Tal incumplimiento se erige como causa determinante 
que faculta a la Administración para acordar la expropiación 
forzosa, ya sea del dominio o del uso, de las explotaciones 
agrícolas gestionadas al margen de las exigencias sociales. Los 
planes de mejora forzosa se conliguran como otro mecanismo 
de intervención administrativa a traves del que los propietarios 
incimiplidores quedan obligados a desarrollar su actividad agrícola 
en el sentido marcado por las autoridades competentes. El capitulo 
de medidas sancionadoras se cierra con la previsión de un tributo 
espec ilico, el impuesto sobre tierras infrautilizadas, cuya exacción 
se vincula a supuestos de incumplimiento. Este tributo propio de la 
Comunidad Autonoma es objeto de una exhaustiva regulación legal 
gracias a la cual quedan establecidos sus elementos delinidores. 
Ln primer lugar, el impuesto se califica como 'tributo directo, 
j.terioclicii y real, que grava la inlrautilizacion de IRGAS  usticas 
situadas en suelo andaluz'. El hecho imponible que se toma como 
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referencia es 110 haber alcanzado durante el periodo impositivo -el 
rendimiento optimo por hectarea fijado para cada comarca (11 el 
correspondiente decreto de actuacion comarcal" (articulo ;t. 1). Su 
base iuipouil,lc viene establecida poi la ditulen( la existeitie (line el 
rendimiento optinio y el 1(11(111111[qm) obtenido en el año natural y 
el rendimiento medio actualizado obtenido por el sujeto pasivo en 
los cinco (11105 anteriores,si esta cantidad [ustible mayo'(articulo 
37). LI periodo impositivo queda lijado en el ano natural (articulo 
38) y, rnnw cololon, se establece que la cleterminacion legal de la 
cuota tributaria se determinara a partir de la fija( ion de una escala 
relallca al tipo (le gi \ amen ‹11,11( able 	391. 
Como vehiculo de objetivación de la 1 unci(in de control que ejercen 
los poderes ()Milicos, la Ley preve la creación del 'catálogo de fincas 
rústicas mejorables', dependiente de la Consejeria ele Agricultura. 
Dicho catalogo, integrado por las explotaciones agricolas cuya 
gestión y niveles de producción no se ajustan a las exigencias de 
la función social, lleva a cabo una clasificación de fincas que toma 
como punto de referencia la situacion que las caracteriza: lineas 
manifiestamente mejorables, lineas sujetas a 1111 plan de explotacion 
y mejora o a (01 plan de mejora forzosa. 
Como órgano I undamental de desarrollo de las tareas administrativas 
aparejadas a la reforma se crea el Instituto Andaluz de Reforma 
Agraria (LARA), configurándose como organismo autónomo. Las 
funciones atribuidas son de la máxima relevancia, destacando -
entre otras- las siguientes: elaboración de informes o estudios para 
la elaboración ele planes de reforma agraria; proponer y ejecutar 
actuaciones en la materia; asumir la titularidad y ejercer los 
derechos sobre la tierra que sean adquiridos por la Administración 
autonómica para la realización de la reforma. 
Para finalizar, hemos de indicar que, si bien la unidad territorial 
básica que toma en consideración la Ley para articular las 
actividades reformadoras es la comarca, también se prevé la 
hipótesis de intervenciones publicas en una escala geográfica 
más amplia. Concretamente, se prevé la posibilidad de acometer 
"transformaciones de grandes zonas de interés general de la 
Comunidad Autónoma'", cuyo objetivo es el cambio en profundidad 
de las condiciones económicas presentes en dichas zonas. Los 
supuestos que abren la vía para tal intervención son dos: por un 
lado, que sea necesario realizar obras o trabajos generales. Por 
otro, que tales obras por su especial complejidad requieran del 
apoyo técnico, jurídico, económico y financiero de la Comunidad 
Autónoma. El mecanismo establecido para acometer las 
transformaciones referidas exige la declaración por el Consejo de 
Gobierno, previa presentación de la Consejería de Agricultura, a 
propuesta del IARA. 
En materia de ordenado!! de las actividades comerciales, diversas 
son las leyes producidas en este campo. As!, y con una \tocadon de 
tratamiento integral, cabe reseñar la Ley 1/1996, de to de enero, 
de comercio interior. Los destinatarios ele la misma son todos los 
comerciantes que, según un criterio de máxima laxitud, operen 
en nuestra Comunidad (sede, delegacion, sucursal, filefono de 
ont(i( to. etc.), tanto si son mayoristas como minoristas. Toda la 
ac tividad comercial aparece sometida a la inspeccion de la junta 
(le \ndaluria, ( omesómidiendo a los ,ó,untamiemos. (.1 ejercicio 
de las funciones de vigilancia. Con la finalidad de facilitar el 
control público en el sector, se preve la creación de un Registro de 
comerciantes y actividades comerciales de Andaluc ía, en el que, 
on rartcter obligatorio y previamente al ejercicio de la actividad 
comen ial, habrán de Inscribirse los comerciantes y las actividades 
comerciales que (Temo en el terruomo de nuestra Comunidad 
Autonoma. A modo (le a( Ludí ion. hemos de indi( cuque el comercio 
ambulante, en tanto (pie mánilestacion espe) ific,r (I(. la .1( iividdd 
comer( ial, ea objeto de tratamiento normativo específico por parte 
de la Ley 9/1988, de 25 de diciembre, de comercio ambulante. 
Las ferias comerciales, en tanto que manifestación cualificada de 
las operaciones relacionadas con el comercio, son merecedoras de 
regulación propia, mediante una ley especifica, la Ley 3/1992, de 22 
de octubre, de ferias comerciales. Dicha norma procede a definir 
como tales aquellas ferias de carácter oficial, esto es, organizadas por 
entidades autorizadas que se desarrollen en territorio andaluz. Las 
ferias internacionales, así como las muestras y mercados populares 
dedicados a promover la transacción de productos agricolas y 
ganaderos escapan al ámbito de aplicación de esta Ley. 
Por sil parte, la Ley 12/1999, de 15 de diciembre, de Turismo 
parte de una constatación empírica evidente, a saber, que se trata 
de un sector estratégico de la economía andaluza y que, como tal, 
ha de ser objeto de atención preferente. Desde tal perspectiva, se 
articulan una serie de disposiciones orientadas básicamente al 
impulso y ordenación de dicha actividad. Asimismo, se preven 
mecanismos de actuación cuya finalidad es la promoción de 
nuestra Comunidad Autónoma como destino turístico integral. 
A tal efecto, la Ley incorpora una completa y necesaria lista de 
definiciones esenciales en el sector, tales como 'recursos turísticos' 
(bienes materiales e inmateriales susceptibles de generar corrientes 
turísticas), 'actividad turística' (conjunto de servicios prestados), 
'servicio turístico', 'administración turística' (órganos y entidades 
públicas con competencias en la materia), empresas turisticas, 
establecimientos turísticos, etc. 
Desde una perspectiva funcional, la Ley procede a enumerar las 
competencias autonómicas y locales en el sector, procediendo al 
respectivo deslinde material atribuyendo una importancia fundamental 
a la necesidad de establecer relaciones interadministrativas basadas 
en los principios de coordinación, cooperación, colaboración y 
descentralización. 
En relación con la ordenación y promoción ele recursos turísticos la 
figura del 'Plan General de Turismo' juega un papel primordial, ya 
que en el mismo se contienen las principales necesidades, objetivos, 
prioridades y programas de acción en el sector. Asimismo, procede 
definir el modelo y la estrategia de desarrollo turístico de la 
Comunidad. Dicho plan es aprobado por el Consejo de Gobierno, 
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prev elabora( ion por riai 111( 	Consejei 	((impelente (la ( 	poi 
su parte, ha (le oir al Consejo Andaluz de Turismo). Al Parlamento, 
por sil parte, le corresponde el seguimiento del mismo 
Como mecanismo de salvaguarda y tutela de la legalidad tur istica  
se crea la mspeccion turistica, contigurandose como instancia que 
comprueba y controla ol cumplimiento de la normativa vigente en la 
materia. Los titulares de las empresas ), actividades turisticas sobre 
los (pie se proyecta la actividad inspectora iienen la obligación do 
colaborar debiendo entregar los dominemos requeridos. asi como 
lacililar la C1111,1(la n acceso a los lugares 1)1111111 de 111,pel 	I II 
(.1S0 de ,1(11111(1011str11( 1O111,, L1 flor parte de los titulares de empresas 
mristicas pudran ejecutarse las sanciones pertinentes. 
Leyes referidas a los medios de 
comunicación social 
La norma fundamental en este ámbito es, sin lugar ¿i dudas, la Ley 
8/1987, de 9 de diciembre, por la que se crea la Empresa pública de 
la Radio y Televisión de Andalucía. Siguiendo el modelo aplicado en 
el ámbito estatal, la gestión directa de dichos medios de comunicación 
corresponde a la empresa publica creada. So condición plAblICa va a 
resultar determinante' a la hora de establecer los principios que,  rigen 
su actividad. A tal efecto, se acude a la generica referencia relativa 
al respeto de los principios constitucionales y estatutarios, así como 
de los derechos y libertades que se reconocen en tales normas. 
Con un carácter MaS especifico, se traen a «ilación los principios 
de objetividad, veracidad e impíos lalidad de las informaciones, el 
respeto al pluralismo político. social, cultural y religioso, el fomento 
de los valores de igualdad y no discriminacion. Especial hincapie 
se hace en la sepan-1(1mi que ha de existir entre MI ormacion y 
opinión, dado que los limites constitucionales que penden sobre 
tales actividades no son en modo alguno similares. 
En tanto que servicio publico, la Ley preve que la programación, 
producción y emisiones de la KTVA habrán cle orientarse hacia el 
logro de 'compatibilidad entre el objetivo de rentabilidad social y el 
principio de eficiencia económica". 
La organizacion interna de la empresa en manto tal es objeto de 
atención preferente, estableciendose la siguiente estructura: no 
Consejo de Administracion, cuyos miembros son elegidos por 
el Parlamento por mayoría de 21.3 teniendo en cuenta criterios de 
pluralismo político. Un Consejo Asesor, compuesto por 15 miembros 
de variada extracción (agentes sociales, corporaciones locales, 
administración publica, etc.). Completa el organigrama de la RTVA 
la figura del Director general, cuyo nombramiento corresponde al 
Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejo de Administración y 
sin intervención alguna por parte del Parlamento. Su mandato es 
de cuatro años, finalizando en cualquier caso con el termino de la 
legislatura (articulo 9.2). 
El control de la actuacion desarrollada por la RIVA y sus empresas 
l'hales es competencia de una (omisión especifica del Parlamento. 
FI cumplimiento ele( iivo de la lum ion de servicio publico 
enminemlacla se elige en elemento fundamental que determina la 
accion de control encomendada al Padamenio (artículo 20). 
Incidiendo en aspectos directamente relacionados con las actividades 
informativas y de comunicación desarrollada por los medios. 
se presenta la Ley 1/2004, de 7 de diciembre, del Consejo 
Audiovisual de Andalucía. 11(linidomnéatiloridad independiente, 
cntl esponde al mismo 5 	(pie I .os ( ontermlos 5 publicidad de 
(sean publicas, privados o que u,di jid,, 	 p.,pe( 'liras pala 
los medios 	( ointini( 	ion ❑ucliovisual que ()pelan 	Andalm 
nuestra Comunidad) respeten los derechos, libertades y valores 
recogidos tanto en la Constitucion como en el Estatuto y, asimismo, 
que se cumpla la normativa referida a Ion medios audiovisuales en 
Andalucía. Su actuación debe inspirarse,  en el respeto a los principios 
de libertad de expresion, información veraz, chi-lisian y comunicación, 
de igualdad y no discriminación, y en la compatibilidad de dichos 
principios con los de pluralismo, objetividad, y libre concurrencia en 
el sector audiovisual. 
Los once miembros que lo componen son elegidos, (mi r e prolesionales 
de reconocido prestigio, por el Parlamento de Andalticia por mayoria 
de tres quintos de sus miembros, debiendo respetar el principio de 
paridad de genero. 
Leyes relativas a la cultura 
La Ley 1/1591, de 3 de julio, de Patrimonio Histórico de Andalucía 
se erige en piedra angular del ordenamiento andaluz en materia 
cultural. La rotundidad de ial afirmación se deduce del concepto 
extraordinariamente amplio de patrimonio utilizado, integrando 
en el mismo a 'todos los bienes de la cultura, en cualquiera de sus 
manifestaciones, en cuanto se encuentren en Andalucía y revelen un 
interés artístico, histórico, paleontológico, arqueológico, etnológico, 
documental, bibliograhco, cientifico o técnico para la Comunidad 
Autónoma'. A una conclusión similar se llega si tenemos en cuenta la 
variada tipología de bienes que integran dicho patrimonio: inmuebles, 
muebles, arqueológicos, etnográficos, documentales y bibliográficos. 
Las instituciones que configuran el l'ID\ son las siguientes: archivos 
(materia previamente regulada por la Ley 3/1984, de 9 de 
enero, de Archivos), museos (anteriormente, objeto de tratamiento 
normativo por la Ley 2/1984, de 9 de enero, de Museos) y 
conjuntos monumentales o arqueológicos. 
Con el fin de salvaguardar los bienes que integran nuestro patrimonio 
histórico, éstos deben aparecer inscritos en el catalogo general 
del Patrimonio Histórico de Andalticia. A tal efecto, se distinguen 
dos tipos de inscripción, genérica y especifica, derivándose de ello 
para los propietarios o titulares de las mismas un régimen diverso 
de obligaciones. En cualquier caso, e independientemente de la 
25 litos de .Int o 0000000 la en hadninein 
naturaleza (publica o pi e. adal de los 'nidales de los bienes del PI I A, 
éstos tienen la obliga< ion (le conservados, nraniener los v ( ustocha i fox, 
gar¿intizan(101,1 	\ agnai da de sus calores . „„,( ,,,p, j, , 
a tit La ( I hl II( 1.1 pulc.tad 
para ()Hienar a los pi °metal los, titulares o Melo, 1/0", e(ql111(l, la 
ejecución (1(` oteros n la J(101)11011 ele Lls previsiones necesariaspala 
su consta \ ac 1011, Illallit'11111111'11l1/ y (I-al/111d. L11 	de incumplir  
las obligaciones establecidas en 1,1 Ley, la AcIniiiiistiacion queda 
facultada para proceder a la eypuapias 11111 total u 11,10 1,11 del blell por 
causa de mieles sor i,al. 
Leyes en el ámbito de la educación 
En materia educativa henous de diferenciar C111.1e la normativa que 
tiene como objeto la ensenanza no universitaria de aquella otra cuyo 
punto de referencia es propiarnente el ambitu universitario. 
En relaciónala enseñanza no universitaria, dada la relevancia de su 
objeto, debe mencionarse la Ley 111984., de Centros Escolares, de 9 
de enero. En electo, a través de sus disposiciones se vienen a crear 
cauces de participación electiva de todos los sectores afectados en 
la programación general de la ensenanza. Este concepto incluye la 
atención a las necesidades educativas no solo individuales (de los 
ciudadanos) sino también colectivas (esto es, de los grupos en los 
que aquellos se integran), as] como la elaboración de disposiciones 
que afecten al electivo ejercicio del derecho a la educación y la 
libertad de ensenanza. Para el cumplimiento de tal fin se crea una 
red de órganos los consejos escolares en la que estos aparecen 
ordenados segun criterios funcionales y, asimismo, de implantacion 
geográfica. EM el vértice del referido organigrama se encuentra el 
Consejo Escolar de Andalucia, definido como órgano superior 
de participación democrática en la programa- ion general de la 
enseñanza de la Comunidad Autónoma andaluza. Acoge en su seno 
a representantes de todos los colectivos interesados (profesores, 
padres de alumnos, alumnos, personal de administracion y servicios, 
titulares de centros concertados, centrales sindicales y patronales, 
diputaciones provinciales, universidades andaluzas, personalidades 
de reconocido prestigio de la ensenanza). La Consejería de fducaciOn 
debe consultar, con caracul- preceptivo, al Consejo en relacion a 
una serie de materias tales corno prograinacion anual, proyectos de 
ley en materia de ensenanza, proyectos de reglamentos generales 
también en dicho sector, relormas de los programas y orientaciones 
didácticas, etc. Con un ámbito geográfico más restringido y 1111 
nivel de competencias, asimismo, inferior encontramos los consejos 
escolares provinciales, comarcales y municipales. 
Otra norma de la máxima importancia en este ámbito es la Ley 
7/1987, de 26 de junio, de gratuidad en los centros públicos de 
bachillerato, !orinado]] profesional, artes aplicadas y oficios 
y autonomía de gestión económica de los centros públicos no 
Universitarios. La extension del principio de gratuidad de la 
educacion mas olla de la ensenanza basica obligatoria. abarcando 
también otros niveles educativos tan relevantes como la formación 
profesional o el bai hillei ato resulta una conquista fundamental pala 
nuestra sociedad. En 1111,1 linea similar, se inscribe la Ley 3/199o, de 
27 de 111a170, de Educación (le Adultos, laLLIl a,d la que se reconoce 
lo, c iad.ad.unos, ind a toar (1111' 	-,1,11/C1,1110 	 11111 
obligatoria el acceso d Id cultura, afirmandose un principio publico 
de aluno a sil desarrollo cultural, ron carácter gratuito y permanente. 
Cunesponde a 11/l, 11111111(1p11/', el (11,1110lIO (11' asta 1/11/111, /11l1/1L111111l/ 
en su territorio los cerillos (tanto publicos mino privados) para la 
educación lb` ln11/1,, I1C1 ,,(111,1`, y asimismo, gestionando los planes 
educ alirns \ la, ,i,, iones il'IlL111/1”, al logro de 1,1 
letalidad pei seguida 
Atendiendo a la filosoba general que la inspira y teniendo presente 
el destacado potencial transformador de las conductas que se 
manifiestan  en el ámbito educativo, hemos de llamar la atención 
sobre la Ley 9/1999, de 18 de noviembre, Solidaridad en la 
Educación. Avanzando un paso más en la incorporacion a nuestro 
ordenamiento de normas directamente relacionadas ion el caricter  
social que lo define, con esta Ley se viene a regular un 'conjunto 
de actuaciones que permitan que el sistema educativo contribuya 
a compensar [al, desigualdades, asegurando la igualdad de 
oportunidades al alumnado con necesidades educativas especiales '. 
Afirmando la necesidad de un tratamiento espeí rhco, ,`111 embargo, 
1,1 educación de tales alumnos deberá responder a los principios ele 
normalización y de integrador) escolar. 
A la hora de determinar el colectivo destinatario de la Ley (ámbito 
subjetivo), esta utiliza un concepto de alumno extraordinariamente 
amplio, incluyendo no sólo circunstancias que afectan a alumnos 
individualmente considerados (condiciones ll■iCaS, 
cognitivas o sensoriales; necesidad de educación especifica derivada 
de decisión judicial o por razones de salud, cae) sino también otras 
de carácter colectivo, derivadas de condiciones externas y que situar] 
a los alumnos en una posicion desfavorable de cara a su proceso 
educativo. Así, se hace referencia a situaciones de desventaja 
sociocultural; situaciones desfavorables debidas a la pertenencia 
a minonas eticas o culturales; razones sociales y familiares que 
impiden el normal proceso de escolarización; finalmente, a cualquier 
otra circunstancia desfavorable. 
La respuesta normativa a etitatif Oil( I CLIS circunstancias es la plalVilL011 
de la elaboración y aplicación a los alumnos afectados de programas 
y actuaciones de compensación educativa y social. En 11111( ion de 
las necesidades especificas de los colectivos destinatarios, dichos 
programas y actuaciones pudran ser de carácter general o especial. 
Por su parte, la regula( ion legal de la ensenanza universitaria en 
Andalucia aparece configurada por dos normas fundamentales. 
En primer lugar, la Ley 1/1992, de 21 de mayo, de Coordinación 
del Sistema Universitario andaluz, en la que se lijan los criterios 
normativos esenciales que vana permitir la rred, ion de nuevos 
centros universitarios en nuestra Connmidad Autónoma: Almena, 
Iiueha, Jaén (Leyes 3, 4 y 5 de 099 3, de r de julio re,pe, tivamente): 
Univer sidad Iniernacional de Andalucia (Ley 4/199.4, de r 2 de 
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abril) y Pablo de Olavide, de Sevilla (Ley 3/1997, de 1 de julio). 
Con un carácter integral (y procediendo a derogar parcialmente 
la anteriormente citada), se encuentra la Ley 15/2oo3, de 22 de 
diciembre, de Ordenación y coordinación del Sistema Universitario 
de Andalucía, cuyo contenido parte del respeto al principio de 
autonomía universitaria y que toma como puntos de referencias 
(necesarios) el marco del sistema universitario espanol y (como 
novedad) del espacio europeo de enseñanza superior. La configuración 
de la autonomía universitaria mino una modalidad concreta del 
derecho a la educación y a la ensenanza recogido por el articulo 
27 de la Constituí ion resulta determinante a la hora de reservar el 
desarrollo directo de la misma a la Ley orgánica estatal. LI espacio 
regulador accesible a las CCAA, por lo tanto, ha de entenderse 
vinculado al respeto de las decisiones plasmadas en la legislación 
orgánica. Cumplido tal requisito, la ley autonómica puede tomar 
decisiones aplicables a su sistema universitario. 
Leyes en materia de medio ambiente 
El medio ambiente ha sido objeto de atención preferente para los 
poderes públicos de nuestra Comunidad Autónoma. La gran cantidad 
de disposiciones normativas (tanto legales como de rango jerárquico 
inferior), asi como de planes específicos en dicho ámbito asi lo pone 
claramente de manifiesto, denotando una especial sensibilidad de las 
instancias autonómicas hacia esta materia. La preservación y tutela 
del medio ambiente en sus diversas manifestaciones, se erige, así 
pues, corno actividad normativa especialmente destacada. 
En este sentido, antes de entrar a analizar el corpus normativo 
regulador de la materia, hemos de poner de manifiesto la existencia de 
un destacado numero de leyes cuyo objeto no es otro que la declaración 
de determinarlas zonas geográficas como espacios protegidos, ya 
sea como reservas integrales, parajes naturales, espacios naturales, 
etc. Apuntada esta cuestión básica, debemos traer inmediatamente 
a colación la Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se establece 
el Inventario de Espacios Protegidos de Andalucía, en tanto que 
norma esencial y pionera en la adopción de medidas protectoras del 
medio ambiente y, asimismo, en la afirmación de la necesidad de que 
éstas resulten compatibles con el desarrollo económico. 
Aunque el Mulo de la Ley pudiera hacer pensar que ésta agota su 
contenido en la formalización del correspondiente 'inventario 
ole espacios naturales protegidos', lo cierto es que las previsiones 
incorporadas por la misma abarcan tina variarla serie de cuestiones 
relacionadas con éstos. Así, se manifiesta una referencia expresa a 
los Planes de Ordenación de Recursos Naturales, contemplados en 
la legislación básica estatal con carácter obligatorio y ejecutivo y que 
se configuran como instrumento fundamental de planificación. Por 
otro lacto, se introducen nuevos regímenes de protección (que se 
anadeo a los ya existentes) tales como los Parques Periurbanos, las 
Reservas Naturales Concertadas o los Parajes Naturales. Se introducen 
significativas novedades en la organización administrativa de los 
espacios naturales bajo protección: si bien, la Agencia del Medio 
Ambiente recibe las competencias de administración, se diserta un 
régimen específico para cada figura de protección. Particularmente 
relevante es la previsión legal de los Planes Especiales de Protección 
del Medio Fisit. (junto mil otras Ilyalla.5 de planeamiento) 
orientados a la tutela de los distintos espacios naturales de nuestra 
Comunidad Autónoma. 
Desarrollando ampliamente la vertiente administrativa de tutela 
del medio ambiente, se encuentra la Ley 7/1994, ele 18 de mayo, de 
protección ambiental, en la que se recogen distintos 111S11-111110100s 
0110 C01111-11)11yell a 101 1111101 11S0 y apiovedrinuento de los lel 111',0s 
naturales. thi elemento a (10S1■11■11 por sin carácter innovador es la 
perspectiva integral que asume dicha ley a la hora de configurar 
la función de tutela ambiental, la cual no se agota en la actividad 
publica incluyendo una referencia explícita a la cooperación que a 
tal efecto han de prestar las organizaciones colectivas y los propios 
ciudadanos. Otra cuestión relevante y, asimismo, novedosa es el 
tratamiento del ruido como específico agente contaminante del medio 
urbano. Especial hincapié se hace respecto a la protección del litoral 
y más concretamente a la cuestión de la mejora de la calidad de sus 
aguas. La tutela ambiental aparece reforzada mediante la previsión 
y establecimiento de un régimen de intracciones, a través de una 
pormenorizada relación de acciones punibles (ilícitos administrativos), 
y de las correspondientes sanciones aparejadas a las mismas. 
La regulación legal de específicos sectores que integran el medio 
ambiente cuenta con importantes manifestaciones, tales como la Ley 
2/1992, de 15 de junio, forestal de Andalucía, en la que se recogen 
los principios básicos sobre la materia utilizando una perspectiva 
acorde con la función que en la actualidad cumplen los montes. 
Directamente relacionada con ésta, debe traerse a colación la Ley 
5/1999, de 29 de junio, de prevención y lucha contra incendios 
forestales, cuyo objetivo primordial es proceder a la modernización 
del régimen jurídico en la materia, abordando esta crucial cuestión 
de forma exhaustiva. Especial atención presta esta Ley a la dimensión 
plural que la prevención y la lucha contra tales incendios presentan, 
incorporando activamente a todos los sujetos implicados (Entidades 
Locales y asociaciones o entidades previstas). Los aspectos relativos 
a la prevención ocupan un lugar preeminente, contemplándose 
la planificación preventiva así como la regulación de los usos y 
actividades susceptibles de provocar incendios forestales, fijando 
las bases para el senalamiento de las épocas y zonas de peligro. La 
flora y fauna silvestres, por su parte, también han sido objeto de 
regulación legal, incorporándose su protección específica a nuestro 
ordenamiento a través de la Ley 8/2003, de 28 de octubre. 
Enfocada hacia el logro de un uso adecuado y racional de los 
recursos energéticos, planificando y estructurando la oferta en este 
sector estratégico, encontramos la Ley 4/2003, de 23 de septiembre, 
de creación de la Agencia Andaluza de energía. Se trata de una 
normativa directamente inspirada en el marco comunitario 
(Programa SAVE II) orientado a incentivar la creación de agencias 
regionales y locales para fomentar el uso de los recursos energéticos 
disponibles. Con dicha finalidad, es competencia de tal organismo 
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planificar y estructurar la oferta en el sector. Para el logro de tal 
finalidad se establece una serie de mecanismos de cooperación con 
las Administraciones Públicas o ron otros cines públicos, lamo de la 
Unión Europea, Como estatales y locales. 
Leyes en materia de asuntos sociales 
Los asuntos sociales merecen una atención legal destacada, en 
tanto que resulta una materia especialmente sensible en nuestra 
Comunidad. En tal sentido, la normativa antonomicit, consciente de 
que en este terreno la iniciativa publica resulta condición necesaria 
pero no suficiente, no agota su regulación en dicha esfera tomando, 
asimismo, como referente esencial la acción desarrollada por los 
sujetos privados y, más concretamente, por el voluntariado. La 
combinación de ambos factores se presenta, pues, como elemento 
caracterizador fundamental. Precisamente por ello, atención 
fundamental merecen dos leyes catalizadores de la prestación de 
servicios sociales en Andalucía: la Ley 2/1988, de 4 de abril, de 
servicios sociales de Andalucía y la Ley 7/2001, de 12 de julio, del 
voluntariado social. 
Uno de los objetivos básicos de la Ley de Servicios Sociales es acabar 
con la dispersión normativa existente en este ámbito, procediendo 
a una regulación de contenido integral, en la que las cuestiones 
relativas a los servicios sociales se aborda de forma coherente y 
sistemática. Sentada tal premisa, el contenido de la Ley va a referirse 
a aspectos de muy diversa indole. Así, con una dimensión sustantiva 
se afirma que el principio de responsabilidad pública en la materia, 
lejos de estar vacío de contenido, genera un derecho subjetivo a 
favor de los ciudadanos. Éstos, por su parte, no se configuran como 
meros sujetos pasivos, receptores de las actuaciones administrativas, 
sino que cooperan e intervienen activamente en su definición 
y aplicación. Desde una perspectiva funcional u organizativa, la 
Ley acoge como criterios básicos de actuación los principios de 
planificación, coordinación y descentralización. Aunque corresponde 
a la Administración autonómica tales funciones, la gestión concreta 
de los servicios se encomienda al Instituto Andaluz de Servicios 
Sociales y a las Corporaciones. 
Con la Ley del Voluntariado Social se responde a la necesidad de 
que los poderes públicos procedan a instrumentar la participación 
de los ciudadanos a través de la acción voluntaria organizada 
(deducida de los artículos 9.2 de la Constitución Española y 
12.1 del Estatuto de Autonomía para Andalucía) y, asimismo, 
remuevan los obstáculos gire puedan coartar el desarrollo de su 
autonomía y su capacidad de iniciativa. Afirmada la vigencia y el 
rol fundamental de este movimiento en materia de asistencia social, 
la Ley manifiesta una actitud especialmente sensible a la hora de 
establecer eficaces y adecuados cauces de relación con los poderes 
públicos. Buena prueba de ello es la afirmación de uno principio de 
complementariedad y mutuo reconocimiento, el establecimiento de 
órganos de coordinación. Por su parte, las distintas Administraciones 
Públicas quedan obligadas a actuar con transparencia, objetividad 
e imparcialidad, eliminando los obstáculos y simplificando y 
agilizando los procedimientos administrativos al electo de facilitar 
la eficacia de la acción voluntaria. Para finalizar, ha de ponerse de 
manifiesto que, aunque solo de Mi em lona' y en 211:,e11(. id de 
otras alternativas, podrán las Administraciones Publicas promover 
la organización de acciones voluntarias. 
fina mención aparte merecen las leyes que se dedican especificamente 
a la miela de grupos sociales que, por causas de diversa indole, se 
presentan necesitados de concreta asistencia: nneu 	(Ley 1/1998, 
de 20 de abril, de menores). ancianos (Ley 6/1999, de 7 de julio, 
de protección de personas mayores), personas «Ji; problemas 
relacionados con las drogas (Ley 4/1997, de 9 de julio, de prevención 
y asistencia en materia de drogas) y discapacitados (Ley 1/1999, de 
31 de marzo, de Atención a personas con discapacidad). 
Leyes en materia de salud y 
organización sanitaria 
En este sector, la norma fundamental es la Ley 2/1998, de 15 de 
junio, de la Salud en Andalucía, dedicándose a regular el conjunto 
de acciones e iniciativas mediante las que goce de efectividad el 
derecho --constitucional proclamado a la protección de la salud. 
Para ello, la norma procede a la ordenación general de las actividades 
sanitarias de las entidades públicas y privadas en Andalticia. La 
puesta en práctica y desarrollo de tal ordenación aparece legalmente 
determinada por una serie de principios fundamentales, de respeto 
obligarlo, tales corno la universalización y equidad en los niveles de 
salud e igualdad efectiva en las condiciones de acceso al sistema 
sanitario, la igualdad social y equilibro territorial en la prestación 
de tales servicios; la integración funcional de los recursos públicos 
sanitarios; la planificación, eficacia y eficiencia organizativa; 
descentralización, autonomía y responsabilidad en la gestión de 
servicios, participación ciudadana y de los trabajadores del sector 
sanitario; utilización eficiente y eficaz ele recursos, promoción de la 
docencia e investigación sanitaria, etc. 
Los derechos y deberes de los ciudadanos en materia de servicios 
sanitarios públicos aparecen recogidos en un amplio catalogo. En 
relación a los mismos, debe destacarse la ahrmacion por parte de la 
junta de Andalucía de un principio de garantía de pleno ejercicio. A 
tal efecto, y con respecto a las prestaciones sanitarias ofrecidas por el 
Servicio Andaluz de Salud, se prevé un umbral in Minio de obligado 
cumplimiento y que se sitúa en el conjunto de las prestaciones 
establecidas en cada momento para el Sistema Nacional de Salud. 
El Plan Andaluz de Salud se presenta como el marco de referencia 
esencial para todas las actuaciones en materia de salud en nuestra 
Comunidad, incorporando en su seno tanto las lineas directivas y 
de planificación de actividades, como los programas y recursos 
necesarios para hacer efectivo el derecho a la protección de la salud. 
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Especial mención merece el Servicio Andaluz de Salud. en tanto que 
es Organo fundamental integrante del sistema sanitario andaluz. 
1:escila! que con la intiodm ( ion de normas 'dativas a sil organización  
lel Int/11,11,1 /Hiena( 11/1111.1111M11,11,11( 0111(/ Id'.IHerenr 1,15,1 su 1111 liar 
se produce la derogación de tales contenidos pie \)i)unente regulados 
por la Ley 8/1986, de 6 de mayo, del Servicio Andaluz de Salud. 
l'asando a otras disposiciones normativas relacionadas con el tema 
sanitario, debe mencionarse expresamente la Ley 7/2oo3, de 20 de 
octubre, por la que se regula la investigación en Andalucía con 
preembriones humanos no viables para la fecundación in Vitro. Con 
la misma, nuestra Comunidad Autonoina se »,itua en la vanguardia de 
la investigacion en este campo a nivel nacional. flay que tener presente 
(I110 en el momento de su aprobación, en el ámbito estatal este tipo de 
prácticas todavía no había sido regulado, concurriendo una voluntad 
expresamente contraria a las mismas por parte del poder central. 
En un sentido igualmente innovador, aunque cm un terreno diverso, 
debemos llamar la atención solare la Ley 5/2003, de 9 de octubre, de 
Declaración de Voluntad Vital Anticipada, gracias a la que se dota 
de relevancia jurídica la voluntad individual que se declara segun el 
procedimiento legalmente establecido, de no prolongar la propia vida 
concurriendo determinadas condiciones de salud. 
Leyes reguladoras de la materia laboral 
Al ser la 'legislación laboral' competencia exclusiva del Estado 
(artículo 149.1. 7 de la Constitución), la normativa autonómica 
en este ámbito se ha enfocado hacia la regulación de cuestiones 
relacionadas con la definición de la politica de empleo y, asimismo, 
a la creación de un órgano autonómico de referencia en materia de 
relaciones laborales. Empezando por esta última cuestión (la que, 
por lo demás, se regula cronológicamente antes), la Ley 4/1983, de 
27 de junio, del Consejo Andaluz de Relaciones Laborales, viene 
a incorporar este órgano a la Administración andaluza asignándole 
la función general de 'facilitar la consulta y la cooperación" entre 
ésta y "las organizaciones empresariales y sindicales, así como las 
de estas entre si, y favorecer su acceso a los servicios administrados 
por la Conumidad Autónoma". En linea con tales funciones, aparece 
integrado por representantes de los distintos actores sociales e 
institucionales que protagonizan las relaciones laborales. 
En relación con la política de empleo definida por la Junta de 
Andalucía, la norma fundamental es la Ley 4/2002, de 16 de 
diciembre, de creación del Servicio Andaluz de Empleo, en la que 
tal órgano aparece configurado como la instancia pública encargada 
de la gestión de dicha politica. Junto a tal función generica, la Ley 
atribuye a dicho servicio un amplio catalogo de objetivos específicos, 
tales como el fomento del empleo, la formación, orientacion e 
información en la materia, prospección, registro de demanda e 
intermediacion en el mercado de trabajo (ejercicio de funciones 
vinculadas al cumplimiento de los mismos). 
Leyes en materia asociativa 
I del ell1() aulonnnuieo andalli/ cn rl sector1,t; ,1,(” 1,1)1()111`, 
ofrece 1111 buen numen) de leyes en las que la regula( ion de las 
mismas se aborda sobre la base de las distinta,, main lestac iones que 
lenomeno asociativo presenta en la practica. 	este sentido, la 
norma mas importante por su dimensión integral es la Ley 4/2006, 
de 23 de junio, de Asociaciones de Andalucía. El punto de partida 
normativo en esta maieria hay que ,atuarlo, por una parte, en el 
articulo 	;.25 del Estatuto, (.11 donde se ati ibme a la Cointinidad 
Autonoma 	(Impelen, la ese Ill.iv,l en imuel 	id( Iones (le 
(Mil( ter (111(1-'11(l`, (1111111,11, dlIht1(1), 11C11111(l) i1,1,1e11(1■11 v s111111d11“,, 
(pie desarrollen principalmente sus tendones en A1111,1111f1,1". No se 
)]gota aquí, sin embargo, el maleo de referencia. Vd 11111' uatdndosc 
del derecho fundamental ele asociación, su desarrollo directo queda 
reservado en exclusiva a la potestad estatal mediante Ley Orgánica. De 
esta forma, la legislación andaluza procede a regular, desarrollandolos 
especificamente, los aspectos relativos a las asociaciones que al no 
quedar cubiertos por la reserva de ley orgánica le resultan accesible 
(vid. la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho 
de Asociación, en donde se deslindan los contenidos de naturaleza 
organica de aquellos otros de carácter ordinario). Así se explica que 
la Disposición Adicional Única recoja los preceptos redactados de 
conformidad con la normativa de directa aplicación en todo el Estado 
y que se introducen con el objeto de dar coherencia y comprensión 
al texto normativo. 
Ubicada la cuestión en su contexto normativo de referencia, la Ley 
Andaluza de Asociaciones se dedica a la regulación de aspectos 
organizativos y funcionales. Con respecto a los primeros, los 
estatutos se erigen en mecanismo fundamental de organización de 
toda asociación. En este ámbito, rige el principio de máximo respeto 
que se detecta en la normativa estatal, gozando las asociaciones 
andaluzas de un amplio margen de libertad tan sólo modulado por 
el deber de respetar unos contenidos mínimos: régimen interno de 
funcionamiento democrático, existencia de una asamblea general 
como máximo órgano asociativo, derechos básicos de los socios, 
etc. Como novedades particularmente significativas presentes en 
la ley, haremos referencia <I la aplicación del principio de igualdad 
de oportunidades de mujeres y hombres, a fin de garantizar la 
representación y participación paritarias de ambos sexos en el seno 
de las asociaciones. Asimismo, el uso de los sistemas informáticos y 
telemáticos en el tratamiento de los procedimientos registrales, así 
como en el acceso cle los ciudadanos a los datos del Registro (sic. de 
asociaciones) se configuran como ejes centrales. 
La actividad publica de fomento del fenómeno asociativo es objeto de 
tratamiento cspecifim, estableciéndose dos elementos determinantes 
la hora de su aplicación: se promocionaran las asociaciones que 
persigan un interes general y. asimismo, se concedelan beneficios 
fiscales, economicos y administrativos a las que hayan sido declaradas 
de interes publico, esto es, aquellas asociaciones que promuevan y 
cumplan los requisitos establecidos en la Ley. 
25 .1vios de.tulonornía en bedolueía 
Pasando a cuestiones oras con( reldS, hemos de referirnos a la 
Ley to/2oo3, de 6 de noviembre, de Colegios Profesionales 
de Andalucía, dedicada a la regulación de esta sui generis 
rranile stauou del lema asió as(( hitivo recogida en el al In 
de nuestra Considtic ion como derecho fundamental. En este ambito 
e\ uely a ieprodncir el ( fileno ya analizado con misión de la 
Ley de Asociaciones, en el sentido de que la noi 'nativa andaluza 
incorpora al onlenainiento autonomic() una nonnativa de desarrollo 
y adapta( ion de las previsiones que en la mate! ia ha llevado a cabo 
el legislado( estatal. 
Los cale tos prolesionale, aparecen definidos en la Lel, coreo 
'corporaciones de derecho publico, con personalidad jundica y plena 
capacidad para el cumplimiento de sus fines'. Su creación se reserva 
en exclusiva a la ley parlamentaria, previa petición mayoritaria de los 
profesionales interesados. Su configuración como organizaciones de 
adscripción obligada para los interesados (con la intensa modulación 
que ello provoca sobre el principio de libertad subjetiva de afiliación 
que preside en el ejercicio del derecho de asociación) justilica la 
envergadura de la exigencia referida. En cuanto a los principios 
rectores de su organización y funcionamiento, la Ley sigue un 
criterio similar al presente en otras leyes asociativas: establecimiento 
de un contenido mínimo obligatorio que han de incorporar los 
Estatutos, incidiendo particularmente en los derechos y deberes 
de los colegiados y la exigencia de organización y funcionamiento 
democráticos. En todo lo densas, afirmación de un amplio espacio 
de libertad. 
La versatilidad del fenomeno asociativo vuelve a ponerse de 
manifiesto con la Ley 10/2001, de n n de octubre, de cámaras 
oficiales de comercio, industria y navegación. Esta, en tanto que 
es norma de desarrollo de la legislación básica estatal (Ley :3/199:3, 
de 22 de marzo), configura dichas cansaras como corporaciones (le 
derecho publico. con personalidad juridica propia y plena capacidad 
de obrar para el cumplimiento de sus fines. 
Proyección exterior de la 
Comunidad Autónoma 
Esta taceta de la actividad autonómica aparece regulada tomando 
en consideración dos aspectos fundamentales: por un lado, los 
andaluces residentes fuera del territorio autonómico. Por otro, el 
desarrollo de tareas en terceros países bajo la forma especifica de 
cooperación internacional. 
Con respecto a la primera vertiente, la relericla a la tutela, proteccion 
o promoción de ciudadanos andaluces no residentes en nuestra 
Comunidad, la Ley 8/2006, de 24 de octubre, del Estatuto de 
Andaluces en el Mundo incorpora una nueva regulación de 
la cuestión que viene a derogar la Ley 7/1986, de 6 de mayo, de 
comunidades andaluzas asentadas fuera de Andalucía. Objeto 
genérico de dicha norma es la regulación de los mecanismos de 
apoyo, el establecimiento de instrumentos de coordinación desde la 
nula de Andalucía con los andaluces (individualmente considerados) 
residentes fuera de nuestra Com unidad,asi como con las ( ()in unidades 
constituidas poi estos ( chmensiongripal(_ Asimismo, se constata la 
voluntad de los poderes publicos autonomicos de intensificar las 
ila( iones institucionales con este colectivo. A tal efecto, se crearan 
los canees  oportunos. he ilhandose la reciproca comunicacion y el 
apoyo intimo colee los mismos. 
La condición le 'andaluces en el mundo', rones denomina la Lel, 
a quienes siendo ciudadanos de nuestra Comunidad /1titonoina 
no residen en la misma, no es obstactilo para que esta pi occala a 
reconocerles distintos derechos, tendiendo a equiparar so estatus 
al que presentan los residentes en territorio andaluz.. Desde tal 
perspectiva, se mencionan expresamente derechos de participación 
política (sufragio en las elecciones autonómicas, iniciativa legislativa 
popular), asi como de otra índole (patrimonio histórico, inscripción 
corno demandantes de empleo en el servicio publico de empleo 
de la junta, etc.). Igualmente, estos ciudadanos pueden dirigirse 
al Defensor del Pueblo andaluz., formulando quejas relativas al 
funcionamiento de la Administración autonómica. 
El lenomeno asociativo que se manifiesta entre este colectivo es 
objeto de una atención preferente por parte de la Ley, incorporando el 
concepto especifico de 'comimidades andaluzas'. Tales comunidades 
gozan de entidad propia, al excluirse su identificación con Otras 
manifestaciones gripales dotadas cle reconocimiento propio 
(partidos, sindicatos, asociaciones de consumidores y usuarios, 
iglesias o confesiones religiosas, etc.). Su relevancia publica se 
cifra en el reconocimiento de su condición como titulares de 
concretos derechos, destinatarias de medidas de apoyo y fomento 
(subvenciones), entre otras. 
Con el fin de promover las relaciones y la colaboración entre las 
comunidades andaluzas y de éstas con las instituciones andaluzas, 
se prevé la celebración cada cuatro años de un Congreso Mundial de 
comunidades andaluzas. Con una finalidad igualmente inspirada por 
el principio de interrelacion, ésta vez entre distintas administraciones 
autonómicas, se recogen previsiones específicas relativas a la 
posibilidad de establecer convenios de colaboración con otras CCAA 
en donde residan ciudadanos andaluces. 
Pasando al análisis cíe la actividad internacional desplegada por 
la Junta de Andalucía, resulta necesario llevar a cabo algunas 
reflexiones previas, de alcance general, que nos permitan una 
correcta ubicación de la cuestión en el contexto constitucional. En 
tal sentido, debe tenerse presente que, aunque la materia 'relaciones 
internacionales' aparece constitucionalmente reservada a la 
competencia exclusiva del Estado, la puerta para que las CCAA lleven 
a cabo actividades institucionales con una proyección internacional 
no esta completamente cerrada. En tal sentido, se configura como 
un elemento capital el entendimiento de este titulo competencial, 
auspiciado por el tribunal Constitucional, circunscribiéndolo al 
desarrollo de actividades directamente relacionadas crin la soberanía 
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estatal (suscribir timado, internacionales. declarar la guerra y hacer 
la paz. efi .) De este modo las actividades atitonornE as con relevancia 
exterior que no comprendan dicha cualidad estatal, no resultan 
contrarias a la Constitución. Es en este contexto general en el que se 
ubican las actividades en materia de cooperación internacional. 
Lulo( ada espo di( ~unte hacia la regulación de tales actividades 
se present a la Ley 14/2003, de 22 de diciembre, de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo. LI contenido de esta le), gira 
(m mino a dos ejes nInalit os Minlawntale',: tonlit_tvirat ion de 
los elementos usen( hiles de la politira alli011011111. 
de cooperacion internacional y el diseno de actividades publicas 
relativas a este ambito, pero cuyo ambito de aphcacion es nuestra 
Comunidad Autónoma. 
Con respecto al primero dc:, los aspectos resalados, la ~nativa 
autonomic a afirma que el desarrollo de las tareas de cooperación 
internacional por la junta che Andalucía se rige por el respeto hacia 
"las lineas generales y directrices básicas de la política española" en 
la materia. Asimismo, se proclama expresamente el principio de 
necesaria colaboración entre administraciones publicas. 
Dado que los paises en vias de desarrollo son los destinatarios de estas 
actuaciones, el objetivo prioritario de las mismas no será otro que 
contribuir a "la erradicación de la pobreza y a la consolidación de los 
procesos encaminados a asegurar un desarrollo humano sostenible/. 
Sentada tal premisa generica, la Ley procede a individualizar una 
serie che actuaciones (también consideradas prioritarias) de carácter 
sectorial, tales como, los servicios sociales básicos (educación básica, 
salud primaria y reproductiva, vivienda digna, saneamiento y acceso 
al agua potable y seguridad alimentaria), el fortalecimiento de las 
estructuras democráticas y che la sociedad civil y sus organizaciones 
o el respeto de los derechos humanos y la promoción de la igualdad 
de oportunidades (con especial atención a la integración de la mujer 
y otros colectivos desfavorecidos), entre otros. 
Los instrumentos mediante los que se definen la política de la junta 
de Andalucía en la materia y que, asimismo, lijan las líneas directrices 
a desarrollar son el Plan Andaluz de Cooperación para el Desarrollo, 
los planes anuales y los programas operativos por países 
La instancia orgánica encargada de la coordinación y asesoramiento 
de las actuaciones de la junta de Andalucía en la materia es la 
Agencia Andaluza de Cooperación Internacional para el Desarrollo. 
Originariamente integrada en el organigrama cle la Consejeria de 
Presidencia (vid. El Decreto 347/2004, de 25 de mayo), va a mutar 
sustancialmente su estatus jurídico pasando a configurarse como 
una Entidad che Derecho público con personalidad jurídica propia 
gracias a la Ley 2/2006, de 16 de mayo, de creación de la Agencia 
Andaluza de Cooperación Internacional para el Desarrollo. La 
necesidad de contar con un órgano ágil y eficaz que desarrolle y 
ejecute las actividades cooperativas, manteniendo relacionas directas 
de ruoperu ion ton las instancias intplicatlas en dichas actividades 
resulta detenninante a la hora de proceder a la nueva regulación de 
esta Agencia. 
Finalmente, y por lo que al ámbito interno de la cooperación 
num-nacional al desarrollo se refiere, prevíi la legislación analizada 
una serie de iniciativas publicas cuya hilaridad coinun no es otra 
que promover la educación y la sensibilizacion de los ciudadanos 
andaluces C11 este Cd1111.70. 
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